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S u p r e m a    C o r t e : 

 

-I- 

A fs. 567/578 la Cámara Federal de Apelaciones de 

Córdoba, por mayoría, revocó la providencia dictada en la 

instancia anterior y, en consecuencia, dispuso que se le diera 

trámite a la acción de amparo promovida por la Asociación Civil 

Portal de Belén a fin de que se declare la inconstitucionalidad 

de los arts. 1, 2, 4, 5, 16 y 21 de la ley 27.610, en cuanto 

establecen el derecho de la persona gestante a la interrupción 

voluntaria del embarazo. 

Para decidir de este modo, el tribunal consideró que 

correspondía examinar la existencia de “causa o controversia” 
que habilitara su actuación, aspecto íntimamente ligado a la 

legitimación procesal de la parte actora y recordó la 

jurisprudencia sentada por el Alto Tribunal en el sentido de 

admitir la legitimación activa de asociaciones en defensa de 

derechos de incidencia colectiva que tienen por objeto bienes 

colectivos o intereses individuales homogéneos. 

Tras examinar el estatuto social de la entidad y sobre 

la base de lo dispuesto por el art. 43 de la Constitución 

Nacional, entendió que se le debía reconocer legitimación activa 

en representación de los niños no nacidos y no deseados, pues 

los integrantes del colectivo supuestamente afectado no pueden 

representarse a sí mismos. Asimismo, consideró que la 

representación invocada con respecto a las niñas gestantes 
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menores de dieciocho años que pudieran consumir el fármaco 

Misop200 y a las mujeres gestantes mayores de edad a las que se 

les entregue el mismo medicamento para su uso fuera de los 

centros con complejidad obstétrica, también guarda relación 

estrecha con los fines en general y en particular de la 

asociación actora. 

El magistrado que votó en segundo término y conformó la 

mayoría recordó las consideraciones efectuadas por la Corte en 

el caso “Halabi” y concluyó, sobre esa base, que en autos se 
cumple el requisito de “causa judicial” otorgándole suficiente 
legitimación a la actora. 

 

-II- 

Disconformes con este pronunciamiento, el Fiscal 

General Interino ante la Cámara Federal de Apelaciones de 

Córdoba y la Fiscal Federal ante la Unidad Fiscal Especializada 

de Violencia contra las Mujeres de la Procuración General de la 

Nación –en representación del Ministerio Público Fiscal de la 
Nación- interpusieron el recurso extraordinario de fs. 676/693, 

que fue concedido por la cuestión federal planteada y denegado 

por las causales de arbitrariedad y gravedad institucional. 

En lo sustancial, invocan la facultad de articular esta 

vía recursiva de forma autónoma a las restantes partes del 

litigio en defensa de la legalidad y los intereses generales de 

la sociedad. 

Sostienen que la decisión apelada otorga legitimación 

activa a la actora para entablar una acción de amparo colectivo 

en clara violación a los arts. 1°, 43 y 116 de la Constitución 

Nacional, a las leyes 16.986 y 27, art. 2°, desconociendo los 
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lineamientos sentados por la jurisprudencia del Alto Tribunal. 

Al respecto, señalan que el control encomendado al sistema 

judicial sobre las funciones ejecutiva y legislativa requiere la 

existencia de un “caso”, requisito que debe ser observado 
rigurosamente para preservar el principio de división de 

poderes.  

Expresan que en el sub lite se cuestiona la ley 27.610, 

ordenamiento que viene a garantizar la vigencia de derechos 

constitucionales y de aquellos previstos en instrumentos 

internacionales de derechos humanos, siendo además una norma de 

orden público que implementa una política pública trascendente 

en materia de salud reproductiva, autonomía personal e igualdad. 

Añaden que la ley citada refleja el juicio de ponderación 

efectuado por el legislador entre el interés en la protección de 

la vida intrauterina y el derecho de la persona gestante a la 

autonomía personal, sexual y reproductiva, a la igualdad, a la 

vida libre de violencias y a la integridad personal, juicio que 

no puede ser cuestionado en el marco de una causa colectiva, 

pues su razonabilidad depende de circunstancias concretas, 

específicas y diversas de cada situación individual. 

Por otra parte, recuerdan que en la causa “Halabi” la 
Corte destacó la necesidad de interpretar en forma armónica los 

presupuestos de la acción colectiva con el derecho a la defensa 

en juicio, de modo de evitar que alguien sea perjudicado por una 

sentencia dictada en un proceso en el que no ha participado y 

señalan que, en el caso, no es posible determinar la 
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constitucionalidad de la ley 27.610 –con los amplios efectos de 
un proceso colectivo- sin oír previamente, como mínimo, a las 

personas gestantes protegidas por la ley en cuestión. 

 

-III- 

Con arreglo a la jurisprudencia de V.E., se impone 

examinar los agravios enderezados a cuestionar la legitimación 

invocada por la actora, toda vez que dilucidar dicha cuestión 

constituye un presupuesto para que exista un “caso” o 

“controversia” que deba ser resuelto por el Tribunal (conf. 

doctrina de Fallos: 339:1223).  

En este punto es preciso recordar que, como lo viene 

subrayando la Corte, el control encomendado a la justicia sobre 

las actividades ejecutiva y legislativa requiere que el 

requisito de la existencia de un “caso” sea observado 

rigurosamente, no para eludir cuestiones de repercusión pública 

sino para la trascendente preservación del principio de división 

de poderes, al excluir al Poder Judicial de una atribución que, 

como la de expedirse en forma general sobre la 

constitucionalidad de las normas emitidas por los otros 

departamentos de gobierno, no le ha sido reconocida por el art. 

116 de la Constitución Nacional (Fallos: 306:1125; 307:2384; 

310: 2342 y 339: 1223).  

Sobre la base de lo expuesto y en atención a que en el 

sub lite se cuestiona la decisión de los jueces de la causa que, 

por mayoría, admitieron la legitimación de la asociación actora 

para iniciar esta acción, se impone examinar en primer término 

tal circunstancia pues, de faltar ese requisito, estaríamos ante 

la inexistencia de un “caso”, “causa” o “controversia”, que 
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tornaría imposible la intervención de la justicia (conf. 

dictámenes del Ministerio Público en los precedentes de Fallos: 

324:333 y 326:1007) .    

En atención a que la actora esgrime la defensa del 

derecho de incidencia colectiva a la vida de los niños por 

nacer, cabe recordar que la Corte ha señalado que aquella 

categoría de derechos se encuentra admitida en el segundo 

párrafo del art. 43 de la Constitución Nacional (Fallos: 332: 

111, causa “Halabi”, considerando 12) y ha reconocido a 

asociaciones como la actora legitimación para iniciar procesos 

judiciales colectivos en su defensa (confr. P.361.XLIII, “PADEC 
c/ Swiss Medical S.A. s/ nulidad de cláusulas contractuales” y 
U.56.XLIV, “Unión de Usuarios y Consumidores c/ Telefónica de 
Argentina S.A. s/ sumarísimo”, falladas el 21 de agosto de 2013 
y el 6 de marzo de 2014, respectivamente). 

Asimismo, destacó el Tribunal que la ausencia de una 

norma que regule en forma precisa y acabada el efectivo 

ejercicio de las acciones colectivas no puede dejar sin 

protección a derechos fundamentales consagrados en el texto 

constitucional. Por ello, y a los efectos de armonizar garantías 

sustanciales y procesales con el ejercicio individual de los 

derechos que la Constitución Nacional también protege, señaló 

que la admisión de las acciones colectivas requiere, por parte 

de los magistrados, la verificación de una causa fáctica común; 

una pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los 

efectos del hecho y la constatación de que el interés individual 
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considerado aisladamente no justifique la promoción de una 

demanda, con lo que el ejercicio individual no aparecería 

plenamente justificado, sin perjuicio de lo cual se destacó que 

la acción también procederá cuando, pese a tratarse de derechos 

individuales, exista un fuerte interés estatal en su protección, 

sea por su trascendencia social o en virtud de las particulares 

características de los sectores afectados (Fallos: 338:29). 

Habida cuenta de ello, entiendo que en autos se 

presenta una homogeneidad fáctica y normativa que hace razonable 

la promoción de la presente demanda en defensa de los intereses 

de todos los afectados y justifica el dictado de un 

pronunciamiento único con efectos expansivos a todo el colectivo 

involucrado, en tanto se persigue la protección de derechos 

individuales de una pluralidad relevante de sujetos, existe una 

conducta única y continuada que lesiona a ese colectivo a partir 

de la sanción y aplicación de la ley 27.610 y la pretensión se 

encuentra enfocada en los efectos comunes del problema. 

 

-IV- 

Opino, por lo tanto, que la asociación actora se 

encuentra legitimada para cuestionar los preceptos contenidos en 

la ley 27.610 y, sin que ello implique emitir opinión sobre el 

fondo del asunto, desisto del recurso deducido por los 

representantes de este Ministerio Público. 

   Buenos Aires,        de diciembre de 2023. 

 


